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DELEGADOS 
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INVITADOS: Señor Eduardo Bonomi, Ministro de Trabajo y Seguridad Social, y doctor Nelson 
Loustanau, adjunto a la Dirección de Trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión.. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
señor Eduardo Bonomi, y al adjunto a la Dirección de Trabajo, doctor Nelson Loustanau, en el marco de ese 
retorno mensual y de la puesta a punto en temas que están a consideración. 


Siempre tratamos de armar alguna agenda. Cuando pensamos en convocar al Ministerio, algunos colegas 
plantearon la situación en torno a un conflicto que la Comisión registró y sobre el que hizo un seguimiento. 
Me refiero al conflicto de la pesca. Recibimos al sindicato del SUTNMA, pero nosotros dejamos que se 
desarrollara el ámbito de negociación que se venía dando en el Ministerio de Trabajo, situación que nos 
consta tuvo un final que, en los tiempos que corren, podríamos decir bastante halagúeño, y que el conflicto ya 
no existe. 


El Diputado Hackenbruch Legnani nos informa que a la hora 14 y 45 se estaría retirando porque tiene 
reunión de bancada. Si el Ministerio quiere hacer aportes sobre algún tema además del referido al SUTNMA, 
sería importante que lo hiciera. 


La Comisión da la bienvenida al doctor Pablo Iturralde, quien nos planteó que sugiriéramos, en la visita del 
Ministro, tratar la situación de este conflicto. 


SEÑOR ITURRALDE.- Yo preferiría escuchar el planteo general y en todo caso después hacer 
preguntas sobre el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros convocamos al señor Ministro por la situación del conflicto del 
SUTNMA porque así lo planteó el señor Iturralde, aunque nosotros le manifestamos que el conflicto ya 


no existía; pero se nos planteó que había algún otro tema para hablar con el señor Ministro con 
relación a la pesca. 


SEÑOR ITURRALDE.- Yo hice ese planteo solicitando que viniera el Ministro y creí que me habían 
contestado: "Hagamos que venga el Ministro por su visita habitual, a raíz de la cual se le podrá 
preguntar en ese momento". 


De todos modos, para no dar tanta vuelta, me gustaría tener conocimiento sobre el conflicto de la pesca, en 
qué situación se encuentra y cómo se desarrolló. Además, me informaron que todavía estaba en conflicto la 
pesca de atún. 


Luego vamos a hacer algún otro planteo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Yo voy a hacer una introducción y 
después el doctor Loustanau va a hacer el desarrollo. 


El conflicto de la pesca tuvo sus bemoles. Empezó el año con una denuncia de los trabajadores del convenio 
de la pesca del año 1988 que, a pesar de que hubo marchas, contramarchas, dejaron de funcionar los 
Consejos de Salarios y volvieron a funcionar, era el que venía pautando la actividad. Las empresas pesqueras 
que no participaban de la negociación seguían pautando la relación con sus trabajadores sobre la base de ese 
convenio. Cuando se denunció el convenio, quedaron prácticamente sin marco de referencia. Los 
trabajadores querían rehacer no aquel convenio, sino uno general. Eso era muy difícil porque la pesca tiene 
distintas situaciones que no pueden ser contempladas en un convenio con aumento de salarios para todos, 
sino que tiene que hacerse por pesquerías. Los temas generales estaban en aquel convenio que se denunció. 


A partir de ese momento interactuamos en la relación con el sector pesquero -cualquier pesquería-, el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, la DINARA y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Más allá de que a veces negociaba solo el Ministerio de Trabajo, nosotros intercambiamos opiniones y 
estados de situación con la DINARA. 


Muchas veces estuvimos a punto de tener un acuerdo, pero quedaba detenido por el marco de referencia. En 
determinado momento los empresarios querían tener como marco de referencia un acuerdo que habíamos 
hecho en 2005 y los trabajadores querían volver a tener el marco de referencia del convenio de 1988, lo que 
era una contradicción. Entonces, había situaciones en las que avanzábamos y en otras, retrocedíamos, por lo 
que costó llegar a un acuerdo. 


En este momento, de ochenta barcos, hay sesenta navegando, y los otros están en vías de acuerdo. 


Voy a ceder la palabra al doctor Loustanau para que se refiera a las pesquerías. 


SEÑOR LOUSTANAU.- Partimos de la primera consideración que hacía el Ministro, en el sentido de 
que es acertado que el análisis global del sector pesquero a través de un solo convenio que alcance la 
totalidad de las pesquerías resulta muy dificultoso, porque muchas de las especies tienen precios de 
referencia diferentes que, además, no estaban establecidos. Recuerden que la remuneración de este tipo 
de trabajadores básicamente es a la parte; no es el clásico trabajo en el que se paga por jornal o por 
mes. Tienen una composición salarial bastante diversa a la que generalmente tenemos conocimiento 
todos. Eso hacía que -como bien anotaba el señor Ministro Bonomi- resultara muy difícil lograr un 
convenio marco que contemplara todas las pesquerías del sector. 


Nosotros intentamos en las seis primeras sesiones buscar un acuerdo marco. Esas sesiones no dieron 
resultado porque era muy difícil llegar a componer toda esta diversidad por especies. Tuvimos que intentar 
hacer acuerdos parciales, por ejemplo, con los barcos corvineros, los congeladores, los merluceros, porque se 
atendía a realidades bastante diversas. 


En este segundo paquete de trabajo, después de las primeras seis sesiones, hicimos nueve sesiones más 
abriendo el subgrupo captura en diferentes capítulos de trabajo porque era bastante complejo llegar a un 


acuerdo por especies. Tuvimos que rematar con tres sesiones finales para lograr acuerdos en diferentes 
rubros. 


Como decía el señor Ministro, nosotros tenemos acuerdos para casi el 80% de la flota. Lo primero que 
logramos acordar fue con cinco barcos calamareros -generalmente los nombres se identifican con la especie 
de pesca-, uno que pesca la especie de mero y otro atunero. Ese fue el primer grupo de avanzada que 
logramos acordar. 


Después logramos acordar con todos los barcos adheridos a CAPU, una de las cámaras pesqueras, donde hay 
33 barcos, básicamente corvineros, de mediana altura, o barcos atípicos, que hacen la misma tarea que los 
que pescan en mediana altura. 


Una vez que arreglamos esto, llegamos a acordar con seis barcos merluceros, dos que adhirieron al acuerdo 
de los corvineros, y con cuatro lo hicimos aparte. 


Concomitantemente, también hicimos acuerdo con los barcos congeladores. Nos fueron quedando muy 
poquitos, que son los que tenemos en la actualidad. Algunos de ellos no tienen operativa, así que no tenemos 
la seguridad de que lo que no pudimos arreglar fue porque no logramos llegar a un acuerdo o simplemente 
porque esos patrones de pesca en este momento no tienen intención de utilizar sus permisos. Nos quedaría 
acordar con dos barcos congeladores -"El Coral" y "Feixe"-, tres atuneros de la empresa Belnova y una 
embarcación más que saldría a la pesca de lo que se llama pulpito. Eso sería lo único que quedaría por 
acordar. 


Después, la flota de FRIPUR acepta el acuerdo general de todos. Esa sería la finalización del conflicto. 


La demora del conflicto se debió un poco a lo que decía el señor Ministro, en cuanto a que la posición del 
sindicato era la de lograr un acuerdo marco general y no particularizado. 


SEÑOR ITURRALDE.- Yo quería consultar sobre la información que teníamos acerca de que en 
medio del conflicto, en el Consejo de Salarios el Ministerio laudó el tema o, por lo menos, dijo que iba a 
someter una propuesta a votación. Ese día, según información que tenemos, fue ocupado el Ministerio 
de Trabajo en el departamento de Rocha y, por consiguiente, la propuesta del Ministerio no se 
presentó. Queremos saber si el Ministerio llegó a laudar definitivamente el tema en algún momento. 


El otro tema que queríamos consultar es si fue parte de la negociación una manifestación de ambos 
Ministerios en el sentido de que si no se solucionaba el conflicto, los permisos de pesca serían retirados, o se 
esperaría el plazo para que caducaran, dado que si no se utilizan en el plazo de seis meses, caducan. Me 
gustaría saber si eso fue parte de la negociación y si estuvo arriba de la mesa. 


En otro orden de cosas, quiero anunciar que a la hora 14 y 40 voy a salir por cinco minutos de sala porque 
tengo acordada una entrevista radial. Aclaro esto porque no quiero que lo tomen como una desatención 
cuando tenga que salir. 


SEÑOR LOUSTANAU.- En realidad, la ocupación que se produjo en el departamento de Rocha no fue 
por un barco y no estaba vinculada al conflicto de la captura, sino a una empresa en concreto que, 
creo, se llama Ibramar. 


En ese caso lo que ocurría era un problema no vinculado al laudo de las empresas de las plantas, que es un 
subgrupo diferente al subgrupo captura. Si les parece, voy a ilustrar algo. 


Dentro del grupo pesca, existen distintos subgrupos. El grupo captura en general es al que generalmente se 
refiere la gente cuando dice "hay conflicto en la pesca"; es todo el personal que se hace a la mar a pescar, lo 
que se llama "gente de mar". Ese es un subgrupo. El otro subgrupo que opera también dentro del grupo 3 se 
desempeña cuasi en la actividad portuaria, es decir, en la carga y la descarga, realizando prácticamente una 
actividad de estiba. El tercer subgrupo del grupo 3 es el de planta, el de las plantas que elaboran las especies 
que se capturan. 


Esta era, concretamente, una planta que existía en el departamento de Rocha, que tenía algunas 
irregularidades y algunos problemas y que fue ocupada por los trabajadores. La empresa promovió una 
acción de amparo ante el Juzgado de Rocha y creo que el resultado de ese pronunciamiento fue apelado y 
sometido al Tribunal -inclusive, creo que el Tribunal de Apelaciones del Trabajo se ha expedido-, pero el 
tema no tenía nada que ver con el de la captura. Como acabo de explicar, estaba en el contexto de las plantas 
y no en el de la captura. Inclusive, si bien el sindicato representa también a estos trabajadores, en ningún 
momento se vincularon ambas cosas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Me pareció entender que el señor 
Diputado Iturralde Viñas preguntaba por una ocupación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social de Rocha, pero yo no tengo conocimiento de que haya sucedido. Sí conozco lo que el doctor 
Loustanau mencionaba. La resolución cuando se hizo la acción de amparo consistió en pedir la 
desocupación de la planta y embargar lo que tenía adentro. La ocupación la estaban haciendo porque 
se podía retirar lo valioso que había adentro, que era la harina de pescado, para poder cobrar los 
haberes de los trabajadores. La resolución fue esa: embargar y dejar cerrada la planta bajo custodia 
de Prefectura. Ese conflicto se arregló y no está vinculado al que estamos considerando. 


Reitero que no conozco ningún caso de ocupación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en Rocha. 


En cuanto a la segunda pregunta, hay dos situaciones. En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
afirmamos -independientemente de lo que haya podido pasar después con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca- que íbamos a impulsar un proyecto por el cual se vincularan los permisos a 
cumplimientos -como ocurre ahora, que para recibir un permiso el armador debe cumplir con determinados 
requisitos-, pero le íbamos a agregar el cumplimiento de obligaciones sociales. Ocurre que tenemos la 
presunción de que muchas veces, de acuerdo con lo que sucede en cada pesquería -solo se pesca una parte del 
año- cuando conviene no pescar, en lugar de asumir las responsabilidades de no salir a pescar, se fuerza un 
conflicto. Cuando se fuerza el conflicto, inclusive, se manda el barco a dique en el marco del conflicto. Esta 
no es la mejor forma de actuar. Esto se lo dijimos a los trabajadores. No tenemos problemas en repetirlo acá 
porque se lo hemos dicho a ambas partes: unos provocan el conflicto y otros entran en el conflicto mal y en 
lugar de defender realmente sus intereses, lo hacen en el peor momento; el armador mantiene el conflicto 
hasta que le conviene salir a pescar y entonces lo arregla. De esta forma, esto figura como responsabilidad de 
los trabajadores pero, en realidad, es una responsabilidad compartida. Le hemos dicho a ambas partes que así 
no se puede regular nada. Si uno sabe que efectivamente hubo una detención del trabajo porque no hay 
condiciones para pescar, es una cosa; pero cuando figura que se detuvo el trabajo porque en ese momento a 
alguien no le servía salir a pescar, es otra cosa. Entonces, no se puede regular la actividad. Esta fue nuestra 
afirmación. 


También hubo una afirmación -para tener más detalles al respecto habría que hablar con representantes del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca- que tomó como vencido el plazo en el que tenían que haber 
salido a pescar los barcos, sin tener en cuenta si había conflicto o no y, entonces, se dijo que se iban a retirar 
los permisos. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca puede hacerlo porque los permisos son 
revocables en cualquier momento por la DINARA. Esa no fue una afirmación conjunta. Se trata de 
afirmaciones diferentes en distintos momentos que quizá tengan una base común. En este momento creo que 
casi todos tienen el permiso correspondiente, excepto por dos barcos con permisos precarios. 


Reitero que no hubo una afirmación conjunta de ambos Ministerios. Esto le corresponde al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, y nosotros le dijimos a ambas partes que íbamos a impulsar algunas 
modificaciones que vincularan el permiso al cumplimento de varias obligaciones, incluidas las sociales. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Saludamos la posibilidad de estar todos los meses 
conversando con el señor Ministro porque nos parece muy positivo. Queremos plantearle dos asuntos: 
uno global y otro más bien local, como Representante por el departamento de Canelones. 


Hemos recibido a algunos ex funcionarios públicos que se fueron de la Administración con incentivos, 

fundamentalmente, de los dos últimos Gobiernos. Por esos incentivos se les entregaba determinada cantidad 
de dinero o se les pagaba el sueldo durante cierto tiempo para que probaran suerte en la actividad privada. A 
la gran mayoría de las personas que lo intentaron, la crisis de 2002 y de 2003 les hizo fracasar sus proyectos 


y hoy encuentran que no pueden reingresar a la Administración Pública y que les resulta complejo conseguir 
otro trabajo. Por el hecho de haberse retirado en forma incentivada de la Administración Pública, y por su 
edad, muchas veces no pueden ingresar en los llamados que hace el Estado. 


Entonces, queremos adelantar que vamos a plantear en la Comisión una tentativa de proyecto de ley -también 
vamos a alcanzar una copia al señor Ministro- que contemple la situación de esas personas en los llamados 
para el ingreso a la Administración pública. Nuestra intención es que se puedan presentar, devolviendo de 
alguna forma aquellos haberes que percibieron, a fin de que tengan la posibilidad de reingresar a la 
Administración pública. 


(Interrupciones) 


Sí, de UTE, pero también hay otros organismos, como el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Antes de ingresar a Sala, el señor Ministro nos decía que le gusta la pesca; a nosotros también nos gusta 
mucho. Hubo gente del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que tenía una lancha en Costa Azul y 
decidió retirarse con un incentivo. Al principio le fue muy bien con la plata que le dio el Ministerio; hacían 
viajes de pesca. Pero las crisis de los años 2002 y 2003 los hizo naufragar. Entonces, desde esa época 
picotean en un lado y en otro; se sienten un poco frustrados ante la imposibilidad de presentarse a los 
llamados que hace la Administración pública. 


Dejamos esto planteado como un tema general para que el señor Ministro lo vaya pensando. 


Es muy cierta la necesidad de la primera experiencia laboral; pero todos sabemos lo difícil que es reingresar 
al mercado laboral después de los cuarenta años. A veces, pienso que es más difícil reingresar al mercado que 
arrancar de cero. No quiero ni pensar lo que nos puede pasar a nosotros dentro de un tiempo si no somos 
reelectos. Para muchos de los que estamos acá, va a ser muy difícil reingresar al mercado laboral. 


(Interrupciones) 


———Más allá de las chanzas, me pongo en la situación de esta gente y siento que debe ser bastante difícil. Se 
fueron de la Administración pública con una gran expectativa. Además, la propia Administración pública los 
incentivó para ese retiro. Fue una gran corriente que impulsaba a probar todo en la actividad privada. 
Algunos lo hicieron y les fue muy mal, a veces por propia irresponsabilidad y otras por las condiciones 
económicas del país. 


Por otra parte, quiero plantear un tema más doméstico. Quizás el señor Ministro no lo pueda responder ahora 
porque es un tema netamente local. 


Hace un tiempo, el gremio ADEOM PIT-CNT firmó un convenio con la Intendencia Municipal de Canelones. 
Pero algunos funcionarios, en el entorno de varios cientos, impugnaron ese convenio. ¿Qué les sucedió a 
estos cientos de funcionarios que impulsaron el convenio? No recibieron los aumentos salariales de ese 
convenio, pero tampoco los aumentos vigentes anteriormente. Entonces, al final, la gente que reclamó, 
porque entendía que ese convenio no era lo beneficioso que ellos pensaban, se quedó sin el pan y sin la torta. 


Quiero saber si eso está ajustado a derecho y si efectivamente es así: cuando algún funcionario reclama el 
convenio, efectivamente queda fuera de ese convenio o del anterior convenio; es decir, queda en el limbo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Seguramente, mi pregunta se la estarán haciendo todos los integrantes 
de la Comisión y, en función de su instalación en el mercado laboral y en la agenda política, muchos 
operadores y muchos agentes, y tiene que ver con temas de carácter general y, eventualmente, con 
iniciativas legislativas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y proyectos de ley que, según 
hemos leído en la prensa, estarían por ser remitidos al Parlamento, con relación a dos aspectos 
fundamentales o principales: en primer lugar, eventuales ajustes a la ley de tercerización y, en segundo 
término, el proyecto de ley de negociación colectiva que el Gobierno se propone impulsar 
independientemente de los niveles de acuerdo que existen en este momento entre empresarios y 
trabajadores. 


Si bien los dos temas son independientes, a medida que el tiempo fue transcurriendo, hemos advertido que 
quedaron atados uno al otro. En algún momento, se planteó que el Gobierno aspiraba a llegar a una solución 
en lo relativo a la ley de tercerizaciones para luego profundizar en el acuerdo a fin de establecer bases 
compartidas con relación a una futura ley de negociación colectiva. Es historia conocida que, en determinada 
instancia del llamado compromiso nacional, los empresarios se retiraron de una Comisión, la de Legislación. 
Inclusive, en estos días se habla de que el compromiso nacional habría quedado sin efecto o habría terminado 
de frustrarse por esta misma razón. No sé si eso es así o no. 


En definitiva, deseo saber en qué estamos con respecto a estos dos temas. Hasta el momento, por lo menos la 
oposición, se está manejando con trascendidos. 


Con relación a la ley de tercerizaciones, leí dos versiones del señor Ministro. Una primera dice que, en la 
medida en que los cambios que el Poder Ejecutivo estaba dispuesto a impulsar no eran de satisfacción del 
sector empresarial, no tenía sentido impulsarlos o concretarlos y para eso más valía dejar las cosas como 
estaban, es decir, la ley tal como se aprobó en enero de este año por el Senado de la República. Una segunda 
versión era que, aun no mediando acuerdo o entendimiento con el sector empresarial en esos cambios, el 
Gobierno estaba dispuesto a corregir la ley porque entendía que presenta una serie de defectos importantes, 
inclusive con relación al tema central, es decir, en cuanto a la discusión de si la responsabilidad debe ser 
solidaria o subsidiaria. Eventualmente, por lo que pude apreciar a través de la prensa, se cambiaría el eje del 
análisis y la responsabilidad pasaría de ser solidaria de principio a subsidiaria de principio y devendría 
solidaria en la medida en que no se dieran determinadas condiciones. Por lo menos, eso es lo que hemos leído 
en la prensa. Quiero saber en qué estamos con relación a esto, si en la hipótesis inicial de que habrá cambios 
en la medida en que no hay acuerdos, o en la más reciente de que habría cambios aun cuando no habría 
entendimientos con el sector empresarial. 


Después de eso vendría la ley de negociación colectiva, y con relación a eso también le pido que nos dé 
alguna noticia. Hay un aspecto central que hemos discutido con el Ministro en esta Comisión en varias 
oportunidades. Hace ya bastante más de un año que el Ministro compareció aquí y presentó bases para un 
futuro proyecto de ley de prevención de los conflictos y regulación de las ocupaciones, que luego retiró en 
función de que entendió estratégico avanzar por el camino del acuerdo tripartito. Ahora tenemos que acuerdo 
tripartito no hubo pero ley habrá, sí o sí, y queremos saber si está por venir el proyecto correspondiente. 


En cuanto a la prevención de conflictos y a la regulación de la ocupación de los lugares de trabajo 
quisiéramos saber qué es lo que podemos esperar los legisladores, teniendo en cuenta que ya han pasado 
algunas cosas, como que en el último año ya ha habido tres fallos concretos que demuestran que, para la 
jurisprudencia, no es claro que las ocupaciones revistan legitimidad y por ello determinó en tres 
oportunidades que son ilegítimas. Esto puede suceder porque considera que lo son de principio o, como 
ocurre en algún otro caso, porque afectaron derechos ajenos, como el derecho al trabajo de los trabajadores 
no ocupantes, el derecho de propiedad, etcétera. Me parece que este es un elemento interesante; no sé si está 
marcando una tendencia jurisprudencial, pero supongo que el Poder Ejecutivo estará analizándolo. Reitero 
que queremos saber en qué estamos con relación a esto. 


Por último, dejo planteada una inquietud que constituye un subproducto, un subtítulo del tema de las 
ocupaciones; tiene que ver con las ocupaciones de lugares de trabajo por parte de los trabajadores públicos. 
En algún momento, eso motivó nuestra preocupación porque notamos cierta ambivalencia o contradicción en 
el proceder del Poder Ejecutivo con relación a esto. Oportunamente formulamos un pedido de informes que 
el señor Ministro nos contestó diciendo que no había diferencias, que los trabajadores siempre eran 
trabajadores y que los derechos laborales eran los mismos, independientemente de que la actividad se 
cumpliera en el sector público o en el privado. Agregó que, eventualmente, la diferencia podría estar dada por 
el hecho de que, en todo caso, cuando en el sector público mediaran intereses esenciales debería procederse a 
la desocupación. Sin embargo, después vimos casos como el del Ministerio de Economía y Finanzas y, más 
recientemente, el de ANTEL, en los que no tenemos claro dónde radica la esencialidad o el interés público 
que pueda correr grave riesgo de frustración o algo por el estilo. Sobre este aspecto pediríamos al señor 
Ministro que hiciera alguna precisión y que agregara si el Gobierno se propone resolver, regular o 
reglamentar algo de esto en la futura ley de negociación colectiva. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de continuar vamos a hacerles entrega de los resultados del primer 
seminario que realizamos en torno al tema de las ocupaciones en los lugares de trabajo, que fue 


abordado por representantes de los cuatro partidos políticos, del Instituto de Derecho Laboral, por los 
propios trabajadores y por el señor Ministro. Supongo que los señores Diputados disponen de la 
versión taquigráfica, y queremos entregar una copia al señor Ministro, porque varios de los temas 
mencionados por el señor Diputado Pablo Abdala fueron abordados en esa instancia. 


SEÑORA BIANCHI.- Como estaba preocupada por la situación que plantea el señor Diputado 
Hackenbruch Legnani tomé contacto con la Intendencia y me informé de que, en efecto, hay algunos 
cientos de funcionarios que, al no haber firmado el convenio y al haber planteado un recurso, en este 
momento están esperando que haya una disposición jurídica y no están cobrando de acuerdo con el 
nuevo convenio. Según lo que me explicaron, el convenio anterior era del cien por ciento del IPC, y la 
Intendencia, una vez firmado el convenio de setiembre de 2006, no podía hacerle frente, sobre todo 
teniendo en cuenta que se había planteado un recurso. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Solo a modo de aporte quiero agregar que, efectivamente, la 
situación es como la plantea la señora Diputada preopinante. Pero el hecho de que los funcionarios 
vieran que se quedaban sin aumentos fue en contra de su derecho natural a reclamar; por eso, 
pensaron: entre esto y nada, mejor esto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La primera pregunta terminaba con 
una especie de afirmación. No sé si es más difícil conseguir trabajo a partir de determinada edad o 
reinsertarse en el mercado. Cuando nosotros asumimos en el Ministerio, durante los primeros meses yo 
recibía "e-mails" y cartas y mantenía entrevistas en las que se me planteaban la dificultad de acceder 
al mercado laboral de los jóvenes entre 18 y 25 años y de las personas de más de 45. Con el paso del 
tiempo el primer reclamo prácticamente desapareció; ya no hay tantos reclamos de gente de entre 18 y 
25 años, pero quizás hayan aumentado los que corresponden a los mayores de 45 años, que inclusive 
cuestionan la validez de establecer un límite de edad demasiado bajo. Eso nos ha llevado a subir la 
edad en algunos llamados. 


Con respecto a los funcionarios que se fueron de la Administración con incentivos creo que, más que 
plantearnos una pregunta, se nos está diciendo que se presentará un proyecto de ley y que se nos hará llegar. 
Nosotros creemos que hay una Rendición de Cuentas de 1991 o 1992 por la que se admite el reingreso de los 
funcionarios que devuelvan, en plazos a determinar, los montos que recibieron al irse. Nos parece que esa 
disposición fue modificada posteriormente, pero no estamos seguros; tendríamos que revisarla. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Es un buen dato el que nos da, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Repito que fue en una Rendición de 
Cuentas de 1991 o 1992 cuando se estableció esa posibilidad. 


El problema de la Intendencia de Canelones lo agarramos ahora; el doctor Loustanau nos decía que se podría 
entrar en una disquisición muy sutil y teórica, pero que podríamos considerarlo. 


SEÑOR LOUSTANAU.- Habría dos puntos a señalar sobre este tema. 


En realidad, en mi caso -creo que también en el del señor Ministro-, es la primera vez que tomamos 
conocimiento de la distinción salarial. Nosotros informamos un expediente en el que hubo una impugnación 
por parte de miembros de ADEOM Canelones, contra quienes habían suscrito el convenio colectivo con la 
Intendencia. Se trata de un planteamiento de corte estatutario, por el problema de los estatutos de ADEOM 
Canelones. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Solicité la palabra para ayudar un poco al señor Loustanau 
con respecto a este tema sobre el que quizás no tenga conocimiento. El problema es que ADEOM como 
tal no existe; no tiene personería jurídica. Entonces, el convenio se firmó con una personería jurídica 
inexistente o, mejor dicho, con ADEMU, que es la Asociación de Empleados Municipales, que sí tenía 
personería jurídica. Todo esto sucedió, como es lógico, después de la dictadura, época en la que, 
obviamente, se prohibieron las libertades sindicales. Entonces, cuando se arrancó, no se pusieron al día 


los papeles. Aquí, inclusive, hay un problema más complejo porque una escribana certificó la existencia 
de esa personería, pero eso se está diligenciando ante la justicia. Esa escribana llegó a decir que vio los 
documentos de ADEOM, pero no los pudo haber visto porque no existían. Pero, concretamente, lo que 
me preocupa es el problema de esa gente ya que ha transcurrido el tiempo, pasaron los meses y los 
años, las cosas aumentan y no tienen "ni chicha ni limonada". 


Quería dar ese dato porque, de pronto, el señor Loustanau no sabía que ADEOM no tenía personería jurídica. 
SEÑOR LOUSTANAU.- Sí tenía conocimiento y por ese lado iba la explicación que quería dar. 


En realidad, en materia de Derecho Laboral, para suscribir convenios colectivos no se requiere personería 
jurídica; existe lo que se llama "la personería laboral". La propia Central, el PP-CNT, no tiene estatutos 
aprobados por el Ministerio de Educación y Cultura, y así como nombro a esa gremial podría referirme a otra 
cantidad de organizaciones sindicales, pero ello no impide que actúen en la vida sindical. La ley uruguaya, 
inclusive la que fue sancionada en este mismo Parlamento, la Ley N” 17.940, sobre promoción y protección 
de la libertad sindical, otorga a la organización sindical la acción para acompañar a los trabajadores en la 
reinstalación, y no refiere a la personería jurídica. No tenemos un sistema parecido al argentino o al 
brasileño; se trata de un sistema muy típico nuestro. 


Nos tocó resolver ese expediente y dijimos que si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social intervenía para 
ver si estaban bien o no los estatutos, resolviendo una interna de ese sindicato, podría considerarse un acto de 
injerencia, pero en el fondo estaría en juego este tema. 


Desde el punto de vista del fondo de la situación podría ser discutible si con la impugnación del acto 
administrativo que fija el aumento para esos trabajadores podía haberse solicitado la suspensión del acto 
administrativo para ellos. Recién decíamos con el señor Ministro que desde el punto de vista jurídico podría 
haber una justificación para ese no pago, pero el Ministerio no lo conoce porque no cuenta con los 
antecedentes del no pago de estos eventuales trabajadores de la Intendencia de Canelones. 


Con respecto a lo mencionado por el señor Diputado Hackenbruch Legnani, decimos que no necesitan 
personería jurídica. Reitero que no conozco el expediente, pero puede haber un recurso administrativo 
solicitando la suspensión del acto para esos trabajadores. Insistimos en que desconocemos esto. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Antes de retirarme quería dejar una última constancia. 


Compartimos plenamente que para firmar un convenio no es necesario tener personería jurídica. Ese es un 
tema; otro es que una escribana diga que vio la personería jurídica; son cosas diferentes. Lo que sí me 
preocupa sinceramente -solicitaría que tomaran cartas en el asunto- es lo siguiente. Si uno reclama un acto 
administrativo, se deja en suspenso -está perfecto-, pero no puede haber un vacío. Entonces, se suscribirá el 
anterior convenio. Lo que no puede suceder es que a igual función haya diferente remuneración. Me parece 
insólito que a aquellas personas que reclamen se les congele el sueldo porque, ¿quién va a querer reclamar? 
Nadie. No soy abogado, pero habría que buscar en la biblioteca para saber si queda un vacío cuando se 
suspende un acto administrativo o queda vigente el anterior. Yo creo que se cae de su peso que no puede 
haber huecos en la parte de derecho, ya sea administrativo, penal o legal; algo tiene que quedar. Lo que está 
claro es que no puede quedar establecido que no tengan aumento porque reclaman. Si esto es así casi me 
animo a decir que lo que hay es una presión para que no haya reclamos. 


Para finalizar, reitero mi pedido de que se tomen cartas en el asunto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de que se retire el señor Diputado quiero informar que a pesar de que 
el Ministerio tome cartas en este asunto, la Comisión asumirá el tema para darle seguimiento, teniendo 
en cuenta la preocupación que ha planteado la señora Diputada Bianchi, y lo comenzará a tratar en la 
próxima sesión, reitero, más allá del aporte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Hackenbruch Legnani) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La convocatoria que se me hizo fue 
con el fin de informar acerca del desarrollo de la negociación del conflicto de la pesca, de SUNTMA, y 
de aquellos temas que quien habla decidiera poner en conocimiento de la Comisión. 


He anotado en qué estaban los convenios vencidos, que son seis. Pensaba informar con respecto a los 
acuerdos con la salud, con peluquerías, a lo que se está negociando en materia de transporte urbano, 
suburbano e interdepartamental y de casas de salud con fines de lucro y sin fines de lucro. También quiero 
decir que con la construcción se firmó el ajuste de un convenio, el que hubo que interpretar. Asimismo se 
interpretó, con acuerdo del sector empleador, la visión que tenían los trabajadores, apoyándola. 


También quería referirme a lo que había consultado el señor Diputado Pablo Abdala. 


Al informar, quiero corregir la información en la que se basaba la pregunta. Tal como dijimos en esta 
Comisión, para este año teníamos como prioridad elaborar un proyecto de negociación colectiva. Luego, en 
el marco de las conversaciones entre trabajadores y empresarios, en lugar de llamarlo "de negociación 
colectiva", lo designamos "Sistema Nacional de Negociación". Esa era nuestra prioridad. No fuimos nosotros 
los que quisimos discutir la ley de tercerización aprobada el 10 de enero; fue el sector empresarial, que quiso 
hacerlo en el marco de los ámbitos tripartitos. 


Para acelerar los tiempos de la discusión de la ley de negociación colectiva -porque ponían como condición 
discutir previamente- comenzamos a debatir sobre la ley de tercerizaciones en ámbitos tripartitos, pero no 
porque nosotros lo quisiéramos así, sino como una forma de preservar ese ámbito. En el debate que hubo 
tuvimos una posición que luego llevó a proponer una reglamentación y un complemento de la ley con uno o 
dos aspectos fundamentales. Lo principal era que el empleador que se preocupara por los trabajadores 
subcontratados o tercerizados, que pidiera información sobre lo que estaban cobrando o cómo estaban 
cobrando, sobre la filiación al BPS y sobre el cumplimiento de normas de salud y seguridad en el trabajo, 
pasaba a ser subsidiario y no solidario. Este era el primer punto. Fundamentalmente se aclaraba a qué se 
refería esta subsidiaridad y solidaridad. 


Esto nuevamente fue observado por el sector empleador y es a partir de ahí que surgen las versiones que 
mencionó el señor Diputado Pablo Abdala. Yo entiendo por versiones la interpretación que se dio a una sola 
versión mía; yo no tuve dos versiones. Yo dije algo y cómo lo habrán recogido los periodistas serán las 
versiones. Dije que había actores que me planteaban -no lo dije yo, sino los actores- para qué se iba a 
modificar la ley en este sentido si tampoco iba a ser de recibo para el sector empleador. Eso fue dicho por 
actores que estaban presentes en la discusión. Yo decía que entendíamos que de alguna manera debía 
proponerse la modificación, porque había algunas situaciones que quedaban mejor planteadas con el 
complemento y no como estaban en la ley. Esto es respecto a la explicación de las dos versiones; es decir, no 
son dos versiones mías sino dos, tres o cuatro interpretaciones periodísticas de algo que yo dije, pero yo lo 
dije en un solo sentido. 


Hubo una reunión de las Cámaras empresariales con ausencia de algunas de ellas que no entraron a 
cuestionar si se debe o no mantener un diálogo tripartito -lo mantienen, de hecho-, y la resolución a que 
llegaron -insisto, con ausencia de varias Cámaras- fue hacer una contrapropuesta de la que todavía no tengo 
noticias. 


Por otra parte, con motivo del ciento cuarenta aniversario de la Cámara Nacional de Comercio, su Presidente, 
Julio Lacarte Muró, me planteó la necesidad de conversar, porque no había que romper el diálogo tripartito y 
la posibilidad de seguir avanzando en estas discusiones. Nuestra voluntad es mantener el diálogo tripartito y 
poder avanzar en los dos sentidos. Eso sí, si no tenemos una respuesta o la respuesta es volver a como 
estábamos a principios de año, vamos a proponer algo, y si no hay ámbito tripartito para discutir el sistema 
nacional de negociación, entendemos que el proyecto no va a ser el resultado de un debate tripartito. El 
proyecto que haga el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social será el inicio de una discusión en el ámbito 
parlamentario, y si los empleadores o los trabajadores lo quieren discutir, no lo van a hacer con el Ministerio 
sino en el ámbito legislativo. Pero si se reconstruye ese ámbito de participación estamos dispuestos a 
discutirlo, y como se había planteado, invitar a la Comisión para que resuelva cómo participa en el 
intercambio. Esas son las dos alternativas, pero yo no puedo responder cuál de ellas vamos a adoptar porque 
estoy a la espera de una respuesta, y no voy a esperar mucho porque los tiempos se agotan. Insisto en que el 


Presidente de la Cámara Nacional de Comercio me planteó conversar en el correr de esta semana para ver 
cómo se soluciona esto. 


Respecto a las ocupaciones, es cierto que hubo tres fallos judiciales favorables a la acción de amparo. 
Paradójicamente, los tres están apoyados en el decreto que aprobamos, que fue impugnado por el sector 
empleador. Hacía años que no ganaban un juicio en este sentido; en cuanto a los que ganaron, fue apoyados 
en el decreto que ellos mismos cuestionaron. Lo he dicho acá y lo voy a reiterar: ese decreto está impugnado. 
Partiendo de la base de que los tiempos de la impugnación van a ser largos, antes de que se llegue a una 
solución, tendría que haber un producto elaborado en el intercambio tripartito que permitiera derogar el 
decreto; mientras tanto está operativo, y es el que ha llevado a los juicios favorables a la acción de amparo. 
En todos los casos se basaron en que no se cumplieron los pasos previstos en el decreto, y es lo que ha 
sucedido. Es más: en algunos de ellos el doctor Baráibar tuvo que comparecer ante el Juez y precisamente le 
preguntaron sobre ese aspecto, es decir, si se habían cumplido los pasos previstos en el decreto. Al no 
cumplirse, se llegó a ese fallo. 


Por otra parte, reiteradamente hemos dicho que prevemos en ese sistema nacional de negociación la 
articulación de tres niveles distintos: el salario mínimo por decreto, la negociación por rama de trabajo 
apoyada en los Consejos de Salarios con modificaciones de la ley de 1943 -parece inútil seguir apoyándose 
en la convocatoria de esa ley- y la negociación por empresas, bipartita, donde se puedan discutir temas que 
no están previstos en el Consejo de Salarios y que tampoco se pueden hacer en ese ámbito: planes de 
producción, productividad, incentivos. 


Hay un cuarto capítulo sobre prevención de conflictos. Es en el decreto de prevención de conflictos que 
habíamos incluido el tema de las ocupaciones. Después nos planteamos, ya sea como una parte distinta de la 
misma ley o como otra ley, la negociación colectiva de los públicos, para incorporarla. Nos inclinamos por 
tener en la misma ley las dos negociaciones colectivas: la de los privados y la de los públicos. Estamos en 
esto. No lo sabemos hasta que no tengamos una respuesta -insisto en que la vamos a tener en el correr de esta 
semana o a principios de la que viene- sobre la propuesta que habíamos hecho, no respecto a la 
reglamentación -porque no es la que ha generado problemas- sino en cuanto al complemento de la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera comunicar algo a la Comisión, aprovechando la presencia del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En el día de ayer recibí en mi despacho a una delegación de 
la Cámara de Industrias del Uruguay: como ustedes recordarán, esta institución no participó del 
seminario y envió una carta. En esta ocasión vinieron a plantear el motivo de su ausencia. En su 
momento, creo que hubo una mala interpretación por parte de ellos; creían que tenían poco tiempo. 
Hablamos sobre el tema, y entendieron. Precisamente, nos dijeron que van a participar del resto de los 
seminarios que va a organizar la Comisión. Ellos creen -siguiendo la misma lógica que planteaba el 
señor Ministro- que una vez que este tema esté solucionado, los seminarios son el mejor ámbito para 
hacer el planteo, ya sea sobre una negociación colectiva o en cuanto a la preocupación que nos 
plantearon -personalmente les manifestamos que la compartimos- relativa al diálogo social. Entonces, 
los invitamos para reunirnos a fines de setiembre. Inclusive, hemos hablado sobre este tema 
informalmente en la Secretaría y quisiéramos que el Ministerio agendara esta instancia ya que, reitero, 
a fines de setiembre estaríamos promoviendo el Seminario de Relaciones Laborales en Debate para 
analizar qué negociación colectiva precisamos. La intención es reiterar ese ámbito, que fue bueno y que 
recreamos con muchísimo respeto, en un marco de participación y de intercambio importante. 


Considero que era importante colectivizar la actitud que tuvieron las Cámaras, que no estuvieron presentes en 
ese momento, pero pretenden participar activamente en el resto de los seminarios. Este era el aporte que 
quería realizar, porque no es menor; tenía interés que estuviera en conocimiento del señor Ministro y del 
resto de los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agradezco al señor Ministro la información brindada. Algunas de las 
dudas que trasladamos fueron evacuadas, pero subsisten aspectos que quiero reiterar. 


Me parece que ha quedado claro lo relativo a las versiones públicas y periodísticas; en ningún momento 
pretendí dejar al Ministro en contradicción. En todo caso, aventó la duda en cuanto a la primera de las 
versiones. Por lo visto, cuando hablaba con relación a la supuesta inutilidad de insistir en un proyecto de ley 


no lo hacía en nombre propio sino, eventualmente, en nombre del PIT-CNT o de algunos de los actores 
interesados en la negociación. Esto puede haber generado algún tipo de dudas. Descartada esta duda, 
subsistiría la segunda versión, aquella según la cual el Ministro o el Poder Ejecutivo serían partidarios de 
impulsar en cualquier circunstancia modificaciones a la ley de tercerización. 


Después el señor Ministro habló de proyectar algo. Concretamente, la pregunta es: la eventual iniciativa 
legislativa que ejerza el Poder Ejecutivo, ¿tiene que ver solo con la negociación colectiva o 
independientemente también vendrán ajustes a la ley de tercerización? Pido una respuesta en este sentido en 
los términos que el señor Ministro manejaba, porque eso no quedó del todo claro. 


Con relación a las ocupaciones, entiendo que es un antecedente y que, por supuesto, los fallos judiciales hay 
que valorarlos relativamente. De todos modos, creo que tienen la suficiente elocuencia o valor como para 
incorporarlos al análisis a la hora de advertir que algo hay que hacer. Me reafirmo en esta posición, sobre 
todo después de lo que acaba de decir el señor Ministro, quien ha sostenido que esos fallos se han basado en 
el Decreto N* 165. Le agradezco la franqueza, porque eso también podría indicar que el propio Poder 
Ejecutivo estuvo omiso al no aplicar el Decreto N* 165 y fue necesario reclamar a la Justicia que lo hiciera. 
En algunos conflictos muy concretos hicimos llegar planteos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -le 
constará al señor Ministro Bonomi- porque éramos de la misma idea, es decir, de que la facultad que 
consagra el Decreto N* 165 en determinadas circunstancias, de intimar el desalojo y proceder al desalojo, 
debió haber sido ejercida por el Poder Ejecutivo, y no lo hizo. El Ministro acaba de confesar -reitero que me 
parece que esto demuestra una gran franqueza- que en tres casos concretos, como se estaban violando esferas 
de derechos ajenos que en principio debían ser protegidos por el Poder Ejecutivo y no lo fueron, hubo que 
recurrir a la Justicia. 


Me parece que todas estas cosas se van a laudar, a resolver o a salvar y va a quedar cubierto el señor Ministro 
y el propio Poder Ejecutivo si de una vez por todas concretamos alguna legislación con relación a esto. Más 
allá de que entendemos que la ocupación es ilegítima, preferimos una mala reglamentación al vacío 
normativo que tenemos que, en definitiva, ambienta este tipo de dificultades. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero aclarar este punto. El propio 
Decreto plantea la posibilidad de llevar el tema a la Justicia. Entonces, no se actuó por omisión, sino en 
uso del Decreto. Además, debemos tener en cuenta quién es el actor. El actor no fueron las empresas, 
sino los trabajadores que no estaban participando de la ocupación. Entonces, actuaron apoyados en el 
Decreto, que planteaba esa posibilidad, y se produjo el resultado conocido. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No me contestó lo relativo a las tercerizaciones. 
SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que ya hablé de ese tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entendí que lo refirió en el marco en que estaban las modificaciones del 
planteo de las tercerizaciones y lo que había manifestado en su conversación con las Cámaras. Creo 
que esa era la respuesta. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Cuando planteé cuál era la versión, 
me referí a la versión periodística de un dicho mío. El dicho era que correspondía la modificación. Me 
preguntaron para qué hacerla si no dejaba conforme a los empresarios. No deja conforme a los 
empresarios, pero en el debate aparece como un problema que requiere solución. Esa fue la respuesta. 


Con respecto a la ley de negociación colectiva o al sistema nacional de negociación, pienso que si no 
llegamos a un intercambio tripartito, vamos a mandar un proyecto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Ahora sí me quedó claro este tema. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El señor Ministro hacía referencia a que desde hace muchos años no 
había laudos que desocuparan que se basaran en esta norma. No los había porque existía un decreto 
que permitía desalojar, que fue derogado. Obviamente, al no haber norma, no se podía hacer. No se 
recurría a la Justicia porque estaba resuelto que la ocupación era ilegítima. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Insisto en este punto al que me referí 
el otro día: en alrededor de veinte años el decreto se debe de haber usado dos o tres veces. Recuerdo el 
caso de la Asociación Española y de FUNSA; creo que hay otro, pero no lo recuerdo. Y no siempre se 
hacía; porque de esto se puede desprender que cada vez que se pedía el desalojo, el Ministro 
correspondiente resolvía desalojar, pero no era así; a veces se planteaba el desalojo y el Ministro 
correspondiente no desalojaba. Entonces, al no haber respuesta, se podría haber abierto la vía judicial. 


En general la inmensa mayoría entiende que las ocupaciones forman parte de la huelga -hoy es un tema que 
está en debate, pero cuando no lo estaba la inmensa mayoría creía esto-; es más, hay abogados laboralistas 
que hasta el año 2005 tenían una opinión, pero en 2006 la cambiaron. Por ejemplo, el doctor Santiago Pérez 
del Castillo ha escrito el libro "Derecho de Huelga" -obra que he manejado siempre como fuente; no recurría 
a otros libros sino a ese-, pero el año pasado durante un debate donde este tema estuvo sobre la mesa cambió 
de posición -esto se lo he dicho al doctor Pérez del Castillo- y contradijo su propia opinión expresada en ese 
libro. Anteriormente no se recurría a la Justicia, aun cuando el Ministro no hubiese resuelto favorablemente el 
pedido de la empresa que solicitaba el desalojo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Señor Ministro: hemos discutido cien veces este tema y vamos a 
discutirlo cien veces más porque no compartimos el punto de vista, no compartimos la visión de parte 
de la doctrina. Creemos que ha habido una omisión grave -no adjudico intenciones- porque la ponencia 
sobre este tema quedó desbalanceada pues no se escuchó la opinión del Instituto de Derecho Público, 
que entiendo es quien debe hablar sobre la constitucionalidad de la medida. Así lo habíamos pedido, 
pero no estuvo presente. Reitero que no estoy adjudicando responsabilidades; simplemente digo que no 
estuvo presente. 


Lo que sucedía siguiendo la lógica anterior era que cuando una empresa se ocupaba y era solicitada la 
desocupación al Ministerio del Interior, este consultaba al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para ver 
si existían negociaciones de por medio. La ocupación no era lo habitual porque no era parte de la regla lo que 
sostiene el economista Juan Manuel Rodríguez: "¿Por qué razón no voy a ocupar si la única alternativa que 
tengo para que me concedan lo que pedí es que yo ocupe la fábrica y de no hacerlo no puedo obtener lo que 
quiero?". La lógica de antes era: "Como es una medida ilegítima, no la puedo tomar porque me sacan". Si en 
los hechos se producía, se desalojaba, y cuando no se hacía era porque se habían retirado los capitalistas, se 
había abandonado la empresa o por distintos motivos que creo eran razonables. Inclusive, en un proyecto de 
ley que nosotros presentamos también mantenemos eso como razonable. 


Yo también recuerdo -para hacer un poco de memoria- que fueron desalojados violentamente los bancarios en 
la década del sesenta. 


SEÑOR BERNINI.- ¡En la dictadura! 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No; en el Gobierno de Pacheco Areco, por el General Seregni. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicito a los señores Diputados que se focalicen en el tema para el cual 
fuimos convocados; si no, esto empieza a funcionar como una noria. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que los bancarios fueron 
militarizados. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Recuerda el año? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Entre 1968 y 1969. Para ver qué 
pasaba con la ocupación, previamente fueron militarizados, y ahí actuaron. 


Comparto que no nos vamos a poner de acuerdo, y creo que habría que dejar el debate para cuando esto se 
resuelva desde el punto de vista parlamentario. Si me siguen preguntando, tengo dos opciones: no responder, 
o responder lo mismo que he respondido hasta ahora. El tercer camino es decir que se lea la versión 
taquigráfica del día 7 de agosto de la Comisión de Legislación del Trabajo, citada a la hora 14 y 30; de esta 


forma ya no respondo, remito a la versión taquigráfica. Sé que la pregunta siempre se hace con intención 
política porque después el señor Diputado Pablo Abdala sale de la Comisión y hace una conferencia de 
prensa diciendo que el Ministro dijo tal cosa. Y el señor Diputado Iturralde Viñas, para no dejarlo solo, 
también responde en la misma conferencia de prensa. Entonces, me hacen preguntas para la posterior 
conferencia de prensa, pero no para avanzar acá. 


Entonces, ya he dicho que yo vengo una vez por mes y si lo desean dos veces por mes, pero para que esto sea 
productivo; si esto no es productivo, yo también largo una pregunta, una afirmación, y luego afuera hago mi 
conferencia de prensa. Mientras a mí me pregunten, voy a responder lo mismo porque es lo que pienso, y no 
lo cambié. Eso es lo que sucede. 


Y si no, sucede lo que sucede con los periodistas. Un día dos periodistas me hicieron diez veces la misma 
pregunta porque se ve que querían que respondiera algo distinto. La décima vez les dije: "Si me preguntan 
una vez más, voy a responder lo mismo; no cambio, pienso esto y esto otro". 


Entonces, si no nos vamos a poner de acuerdo, dejémoslo para el debate parlamentario que es donde se va a 
dar respuesta definitiva a estas cuestiones porque yo, en lo personal, ya he respondido esta pregunta en 
infinidad de ocasiones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Ministro tiene razón. Desde aquí señalamos a los señores colegas 
que este es un tema que se ha debatido hasta el cansancio y que realicé un repartido del Seminario en 
el que participamos todos. Solicito a los señores Diputados que tratemos de que este ámbito, realmente 
importante y fructífero porque así lo hemos generado, sea aprovechado para consultar sobre los temas 
por los cuales hemos invitado al señor Ministro, y no agotemos el diálogo que venimos manteniendo en 
cuanto a este trabajo interesante en un tema en el que, en estas circunstancias, no estamos de acuerdo. 
Creo que habrá un debate mucho más rico dentro de poco tiempo cuando a esto se incorpore todo lo 
relativo a las negociaciones colectivas. 


Solicito una vez más ajustarnos un poco a los tiempos, concretándonos a los temas. 


Con posterioridad, desde la Presidencia queremos preguntar al señor Ministro sobre aspectos concretos del 
trabajo. 


SEÑOR BERNINI.- Estoy un poco sujeto debido a las palabras de la señora Presidenta. Solicité el uso 
de la palabra para realizar el mismo comentario que se acaba de hacer porque estamos ingresando en 
un debate político-ideológico. El hecho de que el señor Ministro haya solicitado concurrir 
periódicamente a esta Comisión para que los señores Diputados tengamos posibilidades de preguntar 
sobre distintas situaciones que puedan estar planteadas en función de la coyuntura política, es una 
buena oportunidad como para profundizar en esos temas. Sin embargo, tengo la sensación de que 
ingresar en un debate político-ideológico, en el que todos sabemos cuál es la posición de cada uno, 
quizás no agregue mucho al tema, independientemente de que para mi colega Iturralde Viñas hay una 
especie de fijación con los bancarios, porque no hay oportunidad en que no hable sobre la situación de 
los bancarios. Ya aclaró el señor Ministro, y no vale la pena profundizar más en lo que ocurría en 
Uruguay a fines de los años sesenta y principios de los setenta, todo lo que tiene relación con las 
medidas prontas de seguridad, el estado de guerra interna y todo lo demás; cada uno tendrá su lectura 
de la historia. 


Teniendo en cuenta el marco de las tercerizaciones, sin ingresar en ese debate político-ideológico -aunque 
estuve muy tentado de hacerlo; solicité el uso de la palabra para hacerlo-, quiero referirme a parte del análisis 
que realizaba el señor Ministro en el Seminario. Esto no es jurídico, sino la vida misma. De hecho, se ha 
venido dando un fenómeno y un proceso absolutamente lógico en lo que ha significado una crisis de 
crecimiento muy grande a nivel del movimiento sindical. Todo crecimiento en un período de tiempo corto 
naturalmente genera crisis; en dos años el movimiento sindical duplicó -y aún más- la cantidad de afiliados 
que tenía. Algún día podemos conversar si ello fue producto de la gran capacidad de organización que ha 
tenido el movimiento sindical o si las coyunturas le han permitido aprovechar la situación como para hacerlo; 
ese sería un muy lindo debate porque creo que los momentos de la historia son los que también tiñen el 
desarrollo de la sociedad y de las organizaciones sociales. 


Hubo una crisis de crecimiento, producto de que los sindicatos han crecido como hongos, llegando a un 
número superior a quinientos, y de la falta de experiencia a nivel de algunas organizaciones sindicales ya que 
en muchos lugares no había sindicatos y, obviamente, las condiciones de trabajo eran bastante malas, 
partiendo de la base de que, objetivamente, lo único que asegura los avances en este sentido es que haya 
organizaciones sindicales que equilibren al capital y a los empresarios y que, de alguna manera, signifiquen 
un avance para la sociedad en su conjunto. Esto hizo que se haya dado una forma de participación en 
distintos esquemas de lucha que han tenido un pico muy alto a nivel de movilizaciones gremiales, muchas de 
ellas acudiendo a la ocupación de los lugares de trabajo. Este Gobierno ha sido sensible a ese tema y está 
apostando a un sistema nacional de negociación que apunta a dar un marco más global dentro del cual se 
introduzca como cuarto eje -como bien decía el señor Ministro- la prevención de los conflictos, con el tema 
de la ocupación dentro de él. 


Creo que la vida nos ha venido demostrando -debe haber estadísticas, y el propio Ministerio las debe tener- 
que la ocupación de los lugares de trabajo como método de lucha del movimiento sindical ha venido, después 
de un momento de alza, reduciéndose ostensiblemente. Eso tiene que ver con lo que ha sido el avance en la 
negociación colectiva, en el marco de los Consejos de Salarios. Obviamente, siempre va a haber excepciones, 
en la medida en que los problemas de empleo siguen estando, y el cumplimiento o no de los convenios y de 
los acuerdos también existe. En el seminario que realizamos, el señor Ministro hizo referencia a las 
ocupaciones que existían, en cuanto al número y al motivo. Recuerdo perfectamente -vale la pena leer la 
versión taquigráfica- que en los últimos meses la mayoría de ellas se han dado por situaciones de 
incumplimiento flagrante de acuerdos, por problemas de estabilidad laboral serios o por problemas de 
permanencia de las propias empresas. Ese es un dato de la realidad. Si lo comparamos con lo que ocurría un 
año o dos atrás, veremos que objetivamente el tono ha sido diferente. Creo que esto es producto de la propia 
realidad, y cada vez se va a ir madurando más. Cuantas más herramientas podamos tener para favorecer la 
negociación colectiva, más posibilidades habrá de que el tema de la conflictividad social, que siempre recorta 
a la sociedad, cualquiera sea esta y en el país del mundo donde se encuentre, se dé en forma mucho más 
ajustada a lo que debe ser una sociedad democrática. Me refiero a herramientas de negociación que 
favorezcan el entendimiento para que, en definitiva, la conflictividad quede como una excepción, producto de 
situaciones imposibles de ponderar y que existen en todas partes del mundo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Tengo un gran respeto por el gremio bancario. Trabajé en un banco, 
en una asesoría externa, y me parecía muy bien trabajar en forma tercerizada en ese tema. Cumplía 
muy bien y apoyaba al gremio en todo lo que podía. No me pude afiliar por estar tercerizado. 


SEÑOR BERNINL- Tengo que decir que el compañero Iturralde Viñas, en el momento en que 
trabajaba para un banco en una empresa tercerizada -casualmente, para el mismo en el que yo 
trabajaba- no se pudo afiliar porque estábamos en plena dictadura. Pagábamos la cuota bajo cuerda 
por lo que menos aún hubiera podido hacerlo una persona que trabajara en una empresa tercerizada. 
Por suerte, ahora las empresas tercerizadas están afiliadas al gremio bancario. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Trabajé allí hasta el año 1987, y la dictadura terminó en 1985. 
Además, empezó en 1973, por lo que los hechos de 1968 y 1969 me eximen de comentarios. 


De todos modos, me parece que la discusión del tema bancario es bastante más amplia y sería interesante 
darla. 


Acepto que el señor Ministro no conteste si no desea hacerlo, pero si nosotros queremos ofrecer conferencias 
de prensa y llamarlo por este tema lo vamos a hacer. Sé que el señor Ministro tiene un ánimo tolerante en ese 
sentido y no tengo por qué cuestionarlo. Lo que quiero decir es que lo que hacemos, lo hacemos en tanto y 
cuanto entendemos que la ocupación no es una buena medida, que no se ajusta a derecho y que debe ser 
regulada por ley. Podrá ampliarse la ocupación de los lugares de trabajo y decir que es un límite a la 
propiedad privada, pero debe hacerse por ley. Estamos convencidos de eso. Si la fuerza mayoritaria tiene 
cincuenta y dos votos y quiere decir que la ocupación es una actividad legítima y que puede hacerse 
limitando la propiedad, lo hará, pero lo tiene que hacer por ley. Por nuestra parte, vamos a seguir haciendo 
nuestros planteamientos y convocando conferencias de prensa todas las veces que lo creamos conveniente. 


SEÑOR POZZI.- Lo que dijo el señor Diputado Bernini, que fue lo mismo que dijo el señor Ministro 
en el seminario -nos tocó hablar un poco antes que ellos y sostuvimos exactamente lo mismo-, es 
interesante. Creo que la salida del decreto jugó un papel, junto con otras cosas, en cuanto a alentar en 
un momento determinado el aumento de las ocupaciones. Sin embargo, consideramos que ese decreto 
no se ajustaba a la Constitución y lo eliminamos. Finalmente se encontró un camino que llevó a que las 
ocupaciones sean una absoluta excepción. Hoy no hay grandes ocupaciones de lugares de trabajo, ni 
legítimas ni ilegítimas, de ningún tipo. 


Como bien se dijo, ese decreto se usó muy pocas veces, y nosotros también lo usamos, ¿eh? Quiero confesar 
que participé en alguna ocupación donde pedíamos que nos desalojaran, porque no bancábamos más y 
teníamos que salir con gloria. Pedíamos que se aplicara el decreto y vinieran a desalojarnos. Digo esto para 
indicar que la historia del movimiento sindical es riquísima en el día a día. Pero la verdad es que discutimos 
mucho con los señores Diputados Iturralde, Pablo Abdala y Hackenbruch porque, efectivamente, tenemos 
una forma diferente de ver las cosas. La nuestra no es mejor ni peor; es nuestra forma de ver las cosas y lo 
que entendemos que debemos llevar adelante. Creemos que se puede desarrollar una política laboral como la 
que se está llevando adelante desde hace más dos años -que a nuestro juicio es muy buena-, que está 
regulando las relaciones laborales, volviendo a la negociación colectiva, dejando que los sindicatos vuelvan a 
florecer y que haya ese equilibrio necesario que tiene que haber en la sociedad. Hasta ahora, todo eso ha 
estado enmarcado en una suerte de circunstancia donde, contra lo que nos decía mucha gente de la oposición 
y también compañeros nuestros, no se ha afectado la inversión; por el contrario, ha bajado el desempleo y ha 
aumentado el salario real. 


Esa es nuestra visión hoy que nos toca gobernar. Capaz que dentro de unos años pensamos que todo debe 
volver a ser como antes, pero eso lo veremos. Lo que sosteníamos, es decir, que era posible llevar las 
relaciones laborales como se están llevando ahora -a nuestro juicio, muy bien- y acompasarlas con un modelo 
de desarrollo económico que significara aumento de las inversiones, aumento de salarios y aumento de la 
protección a los trabajadores, lo seguimos sosteniendo. Por ahora consideramos que nos está yendo bien. Con 
esto se están desmintiendo otras teorías que hubo antes, que se probaron y resultó que no funcionaron como 
tenían que funcionar. 


Veremos qué sucede en el futuro, porque todo esto se mide en el largo plazo. No se mide cada cinco minutos. 
Vamos a ver qué pasa en el mediano y largo plazo. Esa es nuestra forma de ver las cosas. 


Creemos que el pueblo uruguayo cambió, y es lo que sostenemos. Eso no quiere decir que lo nuestro sea 
mejor o lo de los demás sea peor. Simplemente quiere decir que por ahora lo nuestro ha demostrado que 
funciona. Por lo tanto, vamos a seguir apostando a eso, ya que está dando resultados. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero dejar una constancia metodológica; no pretendemos reavivar 
el debate o abrir un flanco lateral. 


Lo que acaba de decir el señor Diputado Pozzi es absolutamente legítimo. Por supuesto que suscribo que 
cada quien tiene su visión y su valoración de los hechos. Él acaba de dar la suya, y la nuestra es 
completamente distinta. Pero aquí hay temas que no tienen que ver solo con el fondo del asunto, sino con 
cuestiones estratégicas. Lamento que el señor Ministro se incomode cuando abordamos estos temas y cuando 
los reiteramos, o cuando hablamos de ellos por la prensa. Creo que haría un agravio al señor Ministro si 
considerara que lo que él pretende es cercenarnos la posibilidad de dar nuestra opinión públicamente, porque 
creo que eso sería rayano con la arbitrariedad y creo que el señor Ministro no piensa de esta manera; pero él 
se incomoda, se desanima con relación a una situación que no solo está alentada por las coincidencias o 
discrepancias, sino que está ambientada por las propias marchas y contramarchas que se han venido dando en 
todos los temas. Por ejemplo, en el tema de la ley de tercerizaciones está claro que hace un año la solución 
era la que se aprobó; ahora no es tanto y, eventualmente, vendrá un ajuste legal o legislativo, que no sabemos 
cuándo. 


Con relación a las ocupaciones, no fuimos nosotros sino el Poder Ejecutivo el que primero derogó un decreto, 
después presentó un anteproyecto de ley, después retiró el anteproyecto de ley y aprobó un decreto, que 
aplicó a medias -por lo menos en nuestra valoración; lo dijimos hace un rato- y ahora anuncia que 
eventualmente en un futuro -no sabemos si más lejano o más cercano- habrá de reglamentar la negociación 
colectiva, y en ese marco las va a regular. Todo eso genera incertidumbre; la genera a nivel de los actores 


sociales y también a nivel del sistema político. Por ese motivo nosotros estamos volviendo sobre el tema. 
Porque es el Poder Ejecutivo, no por la vía de las definiciones programáticas sino por la vía de las 
definiciones estratégicas, el que se encarga de que los temas se mantengan en el candelero y en el tapete. No 
somos nosotros. Ahora bien, frente a esa realidad, creo que no es justo que el señor Ministro ni nadie se 
incomode cuando volvemos sobre temas que nosotros no inventamos; es el Poder Ejecutivo el que se encarga 
de mantenerlos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero señalar que nosotros marcamos una agenda para hablar con el 
señor Ministro. 


Voy a plantear algunas reglas de juego medianamente claras para abocarnos a los temas por los cuales hemos 
hecho la convocatoria. No estamos hablando de cercenar el uso de la palabra a absolutamente nadie, pero sí 
somos respetuosos del mecanismo de trabajo que planteamos; se podrá estar de acuerdo o no. Nosotros 
convocamos para hablar de determinados temas y creemos que es justo aprovechar los tiempos de todos. En 
este sentido vamos a ser firmes, porque no es algo menor. Resalto la actitud del Ministerio que tiene voluntad 
de concurrir aquí varias veces para hacer sus planteos. Para mí es insólito que se hable de otros temas. 
Estamos trabajando en un marco de diálogo, que queremos que se mantenga y se siga con la misma lógica. 
Pero si hacemos una convocatoria y luego cambiamos el temario, aun cuando hemos realizado un seminario 
hace menos de quince días que trató el tema de las ocupaciones, donde dijimos que no va a quedar cerrado 
ahí y vamos a seguir en un ámbito de diálogo, uno siente que se altera el orden del día que fijamos. 


No quiero decir aquí que existan intencionalidades políticas, pero sí que vamos a ser rigurosos cuando 
convocamos para analizar determinada agenda de trabajo. 


Hay un tema que me interesa plantear porque es netamente de trabajo. En este primer seminario manejamos 
la posibilidad de realizar una reunión que no fuera abierta como fue la anterior debido al tema que vamos a 
abordar, que refiere al acortamiento de los juicios laborales, porque es más técnico y no amerita un debate 
público. La Presidencia de la Cámara nos ofreció realizar un desayuno de trabajo a efectos de analizar el 
tema y lo estamos coordinando para fines de agosto. En ese sentido, solicitamos al Ministerio algún material 
sobre el tema que se esté abordando a efectos de hacerlo circular entre los integrantes de la Comisión para 
empezar a analizarlo. En esa reunión van a participar el Ministerio, la Comisión en pleno, el Instituto Laboral 
y alguna otra institución que se quiera incorporar. Como dije, este tema no amerita un seminario porque es 
más técnico y se puede desarrollar en un ambiente de trabajo, de discusión, entre la Comisión, el Ministerio y 
el Instituto Laboral. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En primer lugar, quiero hacer una 
aclaración. Yo no me molesto para nada. Compartí una afirmación. No nos vamos a poner de acuerdo 
y expliqué por qué. Dije eso nada más. Yo dije que si me preguntaban reiteradamente lo mismo, iba a 
responder reiteradamente lo mismo. Fue eso lo que dije y nada más. Reitero que no me molesto. Pero 
la afirmación de que no nos vamos a poner de acuerdo no vino de mí. 


Parto de la base de que aquí, en la región y en el mundo, el diálogo social va bastante unido a un modelo de 
desarrollo productivo. Y cuando uno abandona ese modelo y va hacia lo que es la promoción de la plaza 
financiera, apoyado en el sistema financiero, también se aleja del diálogo social. Sucede eso. Capaz que no lo 
encuentra en los libros de diálogo social, lo encuentra en la realidad. Uno ve el proceso argentino y, bueno, 
sucedió eso. Hay modelos con distinto enfoque político, con distintos partidos políticos en el Gobierno, pero 
desarrollando un modelo productivo de alguna manera mantiene el diálogo social, no se aleja de él. Nosotros 
que hemos partido de la base de la necesidad de alejarse de un modelo de país financiero e ir hacia un país 
productivo, tratamos de ir ya hace tiempo hacia un diálogo social. 


El diálogo social no es solo el que puede haber en un Parlamento, en la discusión entre los sectores, partidos 
políticos integrantes del Parlamento, sino que incorpora actores sociales. Entonces, hay cosas que pueden ser 
tomadas como defectos; pueden serlo. Si uno consulta a los trabajadores, a los empleadores o a los 
cooperativistas antes de elaborar alguna iniciativa o sobre la marcha de lo que se ha hecho, quizás pueda ser 
considerado como un defecto. En realidad, yo lo considero como una virtud. Y si en ese diálogo aparecen 
sugerencias de modificación, no significa que sean marchas y contramarchas; para mí es la profundización 
del diálogo. El hecho de consultar antes de elaborar y consultar después de haber elaborado puede ser 


considerado como marcha y contramarcha. Yo creo que no. Aquí lo que se ha sugerido como cambio no salió 
del Gobierno sino de actores sociales que fueron consultados, y dijeron que esto puede provocar 
determinados problemas. Si uno analiza la situación y llega a la conclusión de que esto puede provocar 
determinados problemas, no tiene que haber dificultades en revisarla. Eso sí: lo que para mí no cabría revisar 
es el diálogo como instrumento. Hay cosas que se resuelven en esta Casa pero que muchas veces antes 
anduvieron por la calle, por las fábricas, por las empresas, por los trabajadores. Si uno puede relacionar lo 
que se hace en esta Casa con lo que pasa en la calle, es positivo; se podría considerar de otra forma, pero yo 
no lo entiendo así. En ese sentido iba todo lo que hemos planteado. 


En determinado momento ha habido legislaciones en las que no se consultó ni a la oposición. Se trajo el 
tema, se discutió y se aprobó, a veces habiendo pasado por Comisión solo veinticuatro horas. Lo que se ha 
hecho es otra cosa. En lo que tiene que ver con el diálogo social y con el diálogo entre actores laborales, 
vamos a seguir consultando. Uno, cuando consulta, después puede decir que no está de acuerdo pero, por lo 
menos, vamos a consultar. Capaz que después de hecha la consulta se dice que se está de acuerdo. 


Se provocan problemas. Por ejemplo, en cuanto a esa modificación que decía, los trabajadores del PIT-CNT 
cuestionan para qué la vamos a hacer si la ley estaba mejor antes. Aunque digan eso, los trabajadores del PIT- 
CNT saben que la modificación provoca cinco días de demora nada más, y puede haber legisladores que se 
pregunten por qué modificar lo que elaboraron acá. Puede ser, pero hay división de Poderes y participación 
de actores sociales en distintas cosas. Nosotros, para hacer propuestas, los vamos a tener en cuenta. Esto 
podrá significar una demora en la resolución definitiva de un tema pero, en todo caso, fortalece el sistema 
democrático, y lo vamos a seguir manejando. 


Quizás, lo que el señor Diputado Pablo Abdala mencionaba como molestia puede ser el hecho de que se 
modifiquen los ámbitos. Creo que ese debate tiene que seguir hasta que se resuelva legislativamente, pero 
cuando se ha planteado un tema al Poder Ejecutivo, este respondió siempre de la misma forma. 


Tal vez, valga más la pena avanzar por otros temas que pueden estar planteados y no tocamos. Pensaba hablar 
sobre el Instituto Nacional de Empleo y Capacitación Profesional -era el tercer punto que tenía previsto-, 


pero se nos fue el tiempo en algo que no estaba planeado y dijimos las mismas cosas que manifestamos en 
cuatro o cinco reuniones distintas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si le parece bien al señor Ministro, podemos incluir ese tema, que 
consideramos importante, como primer punto del orden del día de la reunión del mes de setiembre. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro y del doctor Loustanau. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


